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Daños y Perjuicios 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Candelaria Rosa y el Juez Cancio Bigas. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 13 de septiembre de 2018.  

Comparece ante nosotros David Pabón Sánchez (el señor Pabón 

o el apelante), a fin de impugnar una Sentencia emitida por el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de San Juan, que desestimó la demanda 

presentada en contra de la Puerto Rico Telephone Company, Inc. h/n/c 

Claro (PRTC o la apelada). Por los fundamentos que expresamos a 

continuación, confirmamos la Sentencia recurrida.  

Según lo alegado en la Demanda, el señor Pabón tenía una cuenta 

de celular con la PRTC hasta que esta le notificó a las agencias de 

crédito una anotación adversa por una supuesta deuda. El apelante 

sostiene que a causa de ello fue perjudicado en un préstamo que solicitó 

con posterioridad. Una vez contestada la Demanda, PRTC presentó una 

moción de desestimación por falta de jurisdicción sobre la materia. 
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Luego de cierto trámite procesal, el Tribunal declaró Ha Lugar la 

desestimación, el 26 de junio de 2018, por lo que ordenó el archivo de 

la Demanda. Inconforme, el apelante comparece ante este Tribunal y 

argumenta que el Tribunal de Primera Instancia erró al declararse sin 

jurisdicción sobre la materia en este caso.  

Al respecto, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha definido el 

término jurisdicción como "el poder o autoridad de un tribunal para 

considerar y decidir casos o controversias". Rodríguez Rivera v. De 

León Otaño, 191 DPR 700, 708 (2014). En la medida en que la 

jurisdicción sobre la materia remite a la capacidad del Tribunal para 

atender y resolver una controversia legal sobre un asunto particular, esta 

no puede ser conferida al Tribunal por las partes y el Tribunal tampoco 

puede arrogársela; solo el Estado, a través de sus leyes, puede otorgar 

o privar de jurisdicción sobre la materia a un Tribunal. Unisys Puerto 

Rico, Inc. v. Ramallo Bros. Printing, Inc., 128 DPR 842 (1991).  

De otra parte, la doctrina de jurisdicción primaria es una norma 

de autolimitación judicial que tiene como fin coordinar y armonizar la 

labor adjudicativa de los foros administrativos y los judiciales. Guzmán 

y otros v. E.L.A., 156 DPR 693 (2002). Dicha doctrina de jurisdicción 

primaria tiene como vertiente la jurisdicción primaria exclusiva o 

jurisdicción estatutaria, que se presenta cuando la Asamblea Legislativa 

le confiere jurisdicción exclusiva a un organismo administrativo y, 

como resultado de ello, los tribunales quedan impedidos de intervenir 

en primera instancia en dichos asuntos o materias. Rodríguez Rivera v. 

De León Otaño, supra, pág. 709.  

Por otro lado, la Ley de Telecomunicaciones de Puerto Rico, Ley 

213-1996, creó la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones de 
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Puerto Rico (JRTPR) y declaró como política pública “concentrar en 

una sola agencia… la jurisdicción primaria relacionada con la 

reglamentación del campo de las telecomunicaciones”. Cap. I, Art. 

2(o), Ley 213-1996; Caribe Comms., Inc. v. PRTCo, 157 DPR 203, 218 

(2002). Pertinente al caso de autos, el Cap. III, Art. 12-A de la Ley 213-

1996 señala que “[l]a Junta tendrá jurisdicción primaria y exclusiva 

para adjudicar toda reclamación de daños y perjuicios causados por 

cualquier persona natural o jurídica a un usuario… como consecuencia 

de la violación de las disposiciones de esta Ley, los reglamentos 

aprobados por la Junta y el contrato de servicio entre el usuario y la 

compañía de telecomunicaciones… hasta la suma máxima de cinco mil 

dólares ($5,000) por incidente”. Cuando la cuantía de la reclamación 

exceda el máximo establecido, “el usuario podrá presentar demanda de 

daños y perjuicios ante el Tribunal de Primera Instancia acompañando 

copia certificada de la resolución y orden de la Junta”. Id. Es decir que, 

aun en casos que exceden de $5,000, resulta necesaria la intervención 

inicial de la JRTPR y la constatación de ello ante el Tribunal, vía copia 

certificada de su determinación.  

En la demanda objeto de este recurso, es cierto que el señor 

Pabón alegó que la anotación de la PRTC ante las agencias de crédito 

le causó daños estimados en cincuenta mil dólares ($50,000). Por ello, 

claramente se trata del tipo de reclamación sobre la cual la JRTPR 

posee jurisdicción primaria y exclusiva, según le fue conferida por la 

citada Ley 213-1996, toda vez que la misma gira en torno a la 

facturación de un cargo por servicio contemplado en el contrato suscrito 

por las partes, cuya verificación exige la intervención inicial de la 

JRTPR para dirimir la legitimidad de dicho cargo. Por tanto, no incidió 
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el Tribunal de Primera Instancia al desestimar la Demanda por falta de 

jurisdicción sobre la materia.  

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la Sentencia 

recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


